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ABSTRACT

El control del gobierno mediante la realización de elecciones libres y competitivas sigue constituyendo hoy día un elemento decisivo para señalar el grado de democracia existente en un país Sin embargo, la mera existencia de este mecanismo y su duración en el tiempo no resulta suficiente para asegurar la calidad del funcionamiento del sistema democrático. No es suficiente que algunos actos se ajusten al estado de derecho, es necesaria la existencia de un sistema legal que sea en sí mismo democrático, como sostiene O’Donnell, es necesario que: el mismo defienda las libertades políticas de la poliarquía, las libertades civiles de la sociedad en su conjunto y que establezca una red de responsabilidad y de accountability que someta a todos los agentes, públicos y privados, a controles respecto la legalidad de sus actos, sólo en la medida en que estas tres condiciones se cumplan podemos decir que estamos ante un estado democrático de derecho.”

La mejora de la calidad del sistema democrático se relaciona también con la construcción de un nuevo patrón del gobernabilidad capaz de colaborar en la consolidación de las democracias recientemente creadas. La nueva gobernabilidad depende en gran medida del fortalecimiento de las capacidades institucionales del Estado y esto comprende dos aspectos. Por una parte, la redefinición de su forma de actuación y la mejora de la calidad de su gestión mediante la profesionalización de la burocracia, el fortalecimiento de sus instrumentos gerenciales y el mejoramiento de sus políticas públicas. Por otra, es necesario recuperar las bases de legitimidad y de la eficacia social de la labor de gobierno. El desafío de la gobernabilidad en nuestra sociedad abarca tanto la mejora de la eficiencia en términos de los resultados de las políticas implementadas como una mayor responsabilización de la administración en relación con los ciudadanos. Mejorar los mecanismos de responsabilización constituye un factor decisivo para que los responsables políticos y los altos funcionarios del Estado cumplan con el desafío de mejorar su desempeño y de relegitimar la acción gubernamental frente a la sociedad. 

La responsabilización se erige en un instrumento fundamental  en la tarea de incrementar la calidad de la democracia venciendo los antiguos patrones clientelistas y patrimonialistas los que no sólo atentan contra la maduración del sistema político sino que también obstaculizan el aumento de la eficiencia estatal. Los mecanismos y el valor de la accountability son pues fundamentales para la mejora de la gobernabilidad democrática en nuestros países. La accountability entendida como un valor debe guiar a los gobiernos democráticos y asegurar la rendición de cuentas a la sociedad. 

.
 INTRODUCCION:

Existe hoy un interés creciente por la temática del control del sector público que se funda en la preocupación de la sociedad por el crecimiento de la corrupción y también en el interés de los organismos internacionales de créditos por afirmar la capacidad de los gobiernos de ejercer un control adecuado de los recursos públicos y asegurar el mejor empleo de los mismos en función de los objetivos establecidos. 

La materia que nos ocupa presenta una importancia estructural para la administración pública y el Estado puesto que el estudio y el análisis de la verdadera aptitud del Estado para llevar adelante las tareas de control, de definición y reforma de las políticas públicas, constituye un elemento central hacia una mayor transparencia de la gestión pública para mejorar la comunicación entre la administración y la población.

Es por estas razones que la cuestión de la “accountability” adquiere un alcance particular: en efecto, el desarrollo de esta capacidad del Estado permite, no solamente mejorar la información de la que disponen los ciudadanos sobre la gestión de gobierno y sobre la obtención de los resultados programados, sino también ofrece a las autoridades los instrumentos necesarios par utilizar mejor los recursos económicos y humanos, luchar más eficazmente contra la corrupción y perfeccionar su capacidad de gestión. 

En los últimos tiempos, esta preocupación de la sociedad civil por temas tales como la transparencia, la eficacia y la eficiencia de la gestión del Estado a ocupado la opinión pública como consecuencia de una serie de hechos de corrupción denunciados por los medios y llevados en algunos caso, a la justicia. Este trabajo intenta identificar los cambios que han tenido lugar en los mecanismos de control del Estado a partir de la puesta en marcha de la Reforma del Estado que renovó de manera radical la organización y la estructura y las competencias de los organismos encargados del control interno y externo de la Administración Pública Nacional. El estudio de la AGN tendrá como objetivo el análisis de un conjunto de sus informes para evaluar los diversos factores provenientes del sistema político que modifican el impacto sociopolítico de las auditorias realizadas.

Democracia y accountability 

La palabra “ accountability ” hace referencia a la obligación de los gobernantes de rendir cuentas de sus actos, este implica el desarrollo de mecanismos institucionales de control y la existencia de una sociedad civil activa. 

“ La “accountability ” constituye un tema propio de las democracias representativas puesto que es en ellas que existe el riesgo de que los gobernantes, una vez elegidos, se alejen de las preferencias manifestadas por el electorado. El mecanismo previsto para combatir este peligro es la organización de elecciones periódicas por las cuales la población da o retira su apoyo a los gobiernos 
. 

Por otra parte, esta noción tiene relación con la idea de gobierno limitado que se origina en el constitucionalismo libera. La dimensión liberal del concepto de accountability comprende los diversos mecanismos de control de la gestión gubernamental: desde aquéllos con los que cuentan los poderes constitucionales hasta aquéllos generados por la sociedad civil misma, y que tienen como objetivo que los gobiernos respeten los principios y normas de Derecho. 

Es esta última dimensión de accountability, la que retiene nuestra atención. Los gobiernos de países tales como la Argentina deben enfrentar un doble desafío: consolidar las instituciones democráticas y conducir la reforma de la economía, y, todo esto en un contexto de demandas sociales por una mayor eficacia y por mejores resultados. En el pasado, la búsqueda de estos objetivos ha obligado a dejar de lado los mecanismos de control existentes pues estos hacían que todo el proceso de toma de decisión más lento y más dificultoso. Este tipo de comportamiento dio lugar a todo tipo de abusos. Es así que las críticas hechas a la gestión gubernamental por parte de los medios, los intelectuales o los partidos políticos, coinciden en la necesidad de alertar respecto al riesgo que tales conductas acarrean en relación con los derechos de los ciudadanos. Es así que el debate público ha puesto el acento no tanto sobre la cuestión de la representatividad de las decisiones sino sobre las modalidades unilaterales para la adopción de las mismas, es decir, la accountability  que cuenta para el público es aquélla que está relacionada con el control que trata de limitar al gobierno en el ejercicio del poder en nombre de la mayoría.

Visto desde este ángulo, la noción de control o de accountability comprende los aspectos siguientes:

a) Responsabilidad de los funcionarios,

b) Transparencia y,

c) Control social e institucional de los actos de la administración.

a) Responsabilidad y “ Accountability ”

En los países anglo-sajones, el concepto de accountability, tanto en teoría, como en la legislación y en la práctica de la gestión gubernamental, es utilizado para hacer referencia a la obligación del funcionario de dar cuenta de sus acciones, de la honestidad, de la legalidad y de la calidad de su gestión delante de sus superiores y delante los ciudadanos. 

En el mundo hispano parlante, por el contrario, cuando se quiere indicar la obligación del funcionario público de dar cuenta del empleo del dinero o de los bienes, se utiliza la palabra responsabilidad. En el pasado cuando se juzgaba la responsabilidad del funcionario público, lo que se buscaba era reprimir los robos, fraudes y otros prejuicios ocasionados al Estado así como penalizar la violación de las normas sin llegar a emitir un juicio sobre la calidad y la oportunidad de los bienes provistos por esos servicios. Por el contrario, en los últimos tiempos, el concepto de responsabilidad ha comenzado a incluir la evaluación de la calidad de los bienes y servicios brindados, el logro de resultados satisfactorios, es decir, los funcionarios deben, hoy día, actuar honestamente y respetando la ley sino que también deben responder por su desempeño ante aquéllos que son los destinatarios de los resultados de sus decisiones. 

b) “ Accountability ” y  Transparencia

Según Adam Przeworski
“ la reforma del Estado tiene por objetivo la construcción de instituciones que permitan al aparato del Estado de hacer lo que hacer y de impedirle al mismo tiempo, de hacer lo que no debe hacer ”; él identifica tres tipos de relaciones “principal-agente”

· entre gobiernos y agentes económicos privados (regulación),

· entre políticos y burócratas  (supervisión), y

· entre ciudadanos y gobiernos (responsabilidad gubernamental, es decir, dar cuenta de los actos ante los ciudadanos, o, accountability) 

Una parte de la literatura sobre el tema de la accountability aborda la cuestión del control de los burócratas por parte de las autoridades políticas al frente de la administración. Sin embargo, en los países donde un doble proceso ha tenido lugar, -por una parte la proliferación de la corrupción en la clase política en el poder, y por el otro, una reforma del Estado que genera una reestructuración del aparato burocrático (reemplazo de los organismos de control existentes, reducción del personal, aumento del número de contratos, impotencia de los nuevos órganos de control, etc., las instituciones encargadas del control deben hacer frente al doble desafío de rendir cuenta de los actos de la burocracia e identificar al mismo tiempo los responsables políticos en relación con la utilización de los recursos presupuestarios y la implementación de las políticas publicas.

Esta exigencia está muy ligada a aumentar la transparencia delos actos públicos, puesto que el fortalecimiento de nuestras democracias debe apoyarse en la confianza de los ciudadanos hacia el gobierno
. En consecuencia, el logro de este objetivo es esencial para poder brindar a la comunidad informaciones claras, concretas y sólidas sobre el resultado de las políticas públicas. 

Esta transparencia implica, pues, la obligación por parte del Gobierno de someter al escrutinio público toda la actividad gubernamental y los procesos de toma de decisiones informando al ciudadano sobre sus acciones, el empleo de los fondos públicos y el resultado de los programas emprendidos.

La información producida por el gobierno presenta dos aspectos para analizar, sus atributos y su utilización. Es interesante señalar que la información adecuada puede estar a disposición del público y sin embargo no producir ningún impacto en la opinión pública. Entre los factores que condicionan su uso por parte de la población se puede señalar dos : por un lado, la voluntad política y por el otro la expertez necesaria para saber utilizar dicha información. A menudo, el público sólo accede a la misma a través de la intermediación, el “filtro” de las interpretaciones profesionales y periodísticas, lo cual puede producir distorsiones cuando este conocimiento no es lo suficientemente sólido y responsable. 

c) Control  Social e Institucional

La teoría política distingue, en general, dos tipos de accountability, horizontal y vertical. La primera hace referencia a la existencia de una verdadera división de poderes entre el ejecutivo, el legislativo y el judicial. La segunda está en relación con la diferenciación institucional al interior del Estado y con un cierto tipo de relación entre este último y la sociedad civil.      

El control social constituye una de las formas de control democrático y su objetivo es profundizar el sistema democrático
. El control social se puede expresar de diferentes maneras: en la participación de los ciudadanos en la formulación y la ejecución de las políticas públicas o en la búsqueda de una mayor transparencia y divulgación de los actos de gobierno. 

El control social necesita tres actores para cumplir con su rol: la sociedad civil, la burocracia y los partidos políticos. Para construir la confianza necesaria entre estos actores, es indispensable garantizar la transparencia de los actos administrativos, es decir, aumentar la cantidad y la calidad de la información sobre las acciones del gobierno. Puesto que la información crea y robustece a los actores sociales, la misma se revela como la variable esencial que asegura a estos actores un espacio creciente en la gestión y el control del Estado. Sin embargo, para ejercer este control, los ciudadanos necesitan disponer de la información
  y esto implica que los organismos encargados de producirla cumplan con su tarea y aseguren la mayor difusión posible, esto pone de relieve el rol central que juegan los organismos de control del Estado.

Reforma del Estado y Control Institucional: Reforma del Sistema de Control en la Argentina.

Hacia fines de 1992 fue promulgada la Ley Nº 24156 sobre “Administración Financiera y los Sistemas de Control del Sector Público Nacional”. Esta ley estableció un nuevo syitema de control que comprende una nueva estructura institucional basada sobre una una concepción esencialmente diferente de la anterior.

El nuevo sistema define a la administración financiera como el conjunto de principios, normas organismos, recursos, sistemas y procedimientos que intervienen en las operaciones de programación, gestión y control necesarios para captar los fondos públicos y aplicarlos a la implementación de las políticas  públicas en la forma más eficiente posible.

El sistema de control, integrado por los subsistemas de control interno y externo, introduce cambios sustantivos al esquema de control anterior a la Ley 24156. La antigua organización se basaba en la existencia de dos organismos: el Tribunal de Cuentas de la Nación, con jurisdicción sobre la Administración Nacional, y la Sindicatura General de Empresas Públicas, con jurisdicción sobre las empresas públicas, ambos en el ámbito del Poder Ejecutivo. El Tribunal de Cuentas de la Nación incorporaba dentro de sus atribuciones las funciones de control previo, concomitante y posterior.

El órgano rector del sistema de control interno es la Sindicatura General de la Nación (SIGEN), órgano normativo, de supervisión y coordinación, de la cual dependen, desde el punto de vista funcional, las unidades de auditoría interna (UAI) dependientes jerárquicamente de cada organismo y que actúan en cada jurisdicción o entidad del Poder Ejecutivo Nacional. La función de las unidades de auditoría interna consiste en un examen posterior de las actividades financieras, administrativas de las entidades bajo su supervisión.

El control externo es ejercido por la Auditoría General de la Nación, órgano en jurisdicción del Poder Legislativo Nacional. Este control es concebido como el control ejercido por el Poder Legislativo Nacional, a través de su organismo de asistencia técnica, la Auditoría General de la Nación (AGN), y su carácter es expost-facto.

El esquema propuesta es coherente con la división de poderes, el Poder Legislativo Nacional es quien crea los recursos, de acuerdo con la Constitución, aprobando el Presupuesto General de la Administración Nacional, el Poder Ejecutivo ejerce las funciones de administrar y emplear dichos recursos a los gastos fijados por la ley, determinándose un control sobre todas las etapas de estas acciones y el Poder Legislativo Nacional es el que controla la aplicación eficiente y eficaz de los recursos.

El sistema instaurado ha tenido como objetivo que la Auditoría General de la Nación otorgue el debido sustento técnico y que el Parlamento garantice el control político de la actividad de auditoría y la independencia de criterio con respecto al poder administrador de los recursos públicos.

El carácter del control externo ha sido ideado como correctivo y ejemplarizador, como un sistema capaz de retro-alimentar la administración y la gerencia, mediante un análisis y examen de la realidad y compararla con un criterio o modelo preestablecido, para luego proponer las modificaciones necesarias. Es así que la Ley 24.156 plantea en su artículo 4º inciso a) como objetivo el de « Garantizar la aplicación de los principios de regularidad financiera, legalidad, economicidad, eficiencia y eficacia en la obtención y aplicación de los recursos públicos » lo que pone en evidencia que los principios de las tres « E » recorren todos los sistemas de la ley, desde la etapa de la gestión hasta la del control.

La introducción de un enfoque más integral propio de la auditoría moderna comporta la adopción de nuevos criterios y mecanismos por parte del ente contralor orientados hacia el adecuado gerenciamiento de los recursos públicos además de la verificación de la razonabilidad económica y financiera de los estados presupuestario y contables.

De esta manera la auditoría se encaminó hacia la medición de resultados. En efecto, el desarrollo de la auditoría de gestión que utiliza un sistema de indicadores de gestión aplicados a la información física contenida en la ejecución presupuestaria, tiene por objetivo vincular los indicadores de producto final o metas físicas con los indicadores de impacto o resultados esperados de la acción gubernamental.

La estructura de control implantada orientada a la evaluación de eficiencia, eficacia y economía, ha tenido por objetivo la generación de un nexo entre la información de productos finales incluida en el presupuesto, a través de la fijación de metas físicas, con los objetivos globales de política, y la definición de necesidades públicas. 

El nuevo sistema ha planteado, pues,  las bases fundamentales para el análisis de lo que el Estado hace, además de lo que el Estado gasta. La evaluación de las acciones emprendidas por el órgano de control externo desde el momento de su creación, tiene por objetivo verificar si las expectativas creadas al momento de su creación se han visto satisfechas e identificar, caso contrario cuales han sido las variables políticas, culturales o sociales que han impedido la consecución de las objetivos que guiaron su creación.

DESARROLLO

1. La reforma del Estado y la reforma de la administración financiera y de los sistemas de control

Esta reforma de la administración financiera y de los sistemas de control del sector público forma parte de un plan de reforma del Estado más vasto que fue puesto en marcha por el gobierno del Presidente Menem.

Diversos cambios radicales tuvieron lugar en distintos campos de la administración nacional. Los objetivos perseguidos fueron los siguientes: desregular y abrir la economía a la competencia externa, privatizar las empresas públicas, reformar la administración pública y realizar la transferencia de los servicios públicos sociales a las provincias. 

Las primeras decisiones han tenido por objetivo la reducción de la cantidad de funcionarios y una racionalización de las estructuras de los ministerios. En este sentido, varias secretarías et subsecretarías fueron eliminadas (Decreto 435 del 4/3/90 y 612 del 2/4/90), se estableció una cantidad máxima de direcciones generales y nacionales (184) y un régimen uniforme para la elaboración de estructuras (Decreto 1482 del 2/8/90). 

En relación con la reforma de la carrera administrativa  993 (27/5/91) estableció el Sistema Nacional para la Profesión Administrativa (SINAPA) que dio un nuevo marco escalafonario con el fin de mejorar la calidad profesional de los administradores y jerarquizar su rol.

En 1991 se aprobó la Ley de Convertibilidad del Peso con el objeto de limitar la emisión monetaria. A partir de la promulgación de esta ley, la moneda nacional no puede superar en cantidad las divisas existentes en el Banco Central.

La política de privatizaciones a devuelto al sector privado la gestión de los principales servicios públicos y de las sociedades industriales, comerciales y financieras que se encontraban en manos del Estado. Se privatizaron las sociedades estatales encargadas de las telecomunicaciones, de la provisión de agua, de la producción, transporte y distribución de la energía eléctrica, la extracción de carbón, de las rutas y autopistas, de la industria petrolera, de la petroquímica, del transporte marítimo, del transporte y distribución del gas natural, de la producción de acero, del correo, de los ferrocarriles, el banco hipotecario, la caja de ahorro y seguro, las radios, etc. Con el objeto de regular los servicios públicos privatizados, se crearon órganos de regulación de las telecomunicaciones, de la energía eléctrica, del gax, del agua, del transporte para hacer cumplir lo estipulado en los contratos de privatización y defender los derechos de los consumidores.. 

Cabe mencionar entre las otras reformas esenciales que cambiaron el rol del Estado, a la reforma previsional que instituyó un sistema de cajas de jubilación privadas: las Administradores de Fondos de Jubilación y Pensión. También la reforma de la Ley Orgánica del Banco Central que reforzó la independencia de esta institución y obedeció a la voluntad de restringir las influencias del poder ejecutivo en temas de regulación financiera..

La reforma de la Constitución, ha introducido modificaciones institucionales importantes. En primer lugar, se creo el “Jefe de Gabinete de Ministros”, un primus inter pares, con el objeto de reducir el peso del presidencialismo, el Jefe de Gabinete de Ministros, es el único ministro que puede ser destituido por el Congreso. En lo que se refiere al poder judicial, la creación del Consejo de la Magistratura ha constituido un paso importante hacia una mayor independencia de la justicia y la mejora de la carrera judicial al liberarla de las interferencias políticas. Finalmente, es necesario mencionar la incorporación de la Auditoría General de la Nación, creada por la ley 24156, en el texto constitucional

La reforma de la administración financiera y del control externo e interno del sector público, a formado parte, pues de este plan de reestructuración del Estado, tanto en lo que se refiere a sus funciones como a su estructura y organización. 

2. La Ley 24156 y la crisis del sistema establecido por la Ley de Contabilidad (Decreto Ley 23354/56)

La Ley de Contabilidad (Decreto-Ley Nº23354/56) desempeñó un rol fundamental en la organización del Estado Nacional y colocó a la República Argentina al frente de los países latino-americanos en materia de administración financiera y de control gubernamental. Sin embargo, a comienzos de los años 90, las instituciones creadas por esta norma comenzaron a presentar dificultades y fallas en su performance y en el logro de sus objetivos. 

Por un lado, las rigideces de las normas de contabilidad establecidas por esa ley fomentaron durante los últimos años, la aprobación de regímenes de excepción que liberaron a un número importante de organismos de la aplicación de sus normas, en esta situación se encontraban las sociedades y las empresas estatales.

Por el otro, es necesario señalar que la Ley de Contabilidad no tomaba en cuenta todos los mecanismos necesarios para asegurar la interconexión de los diferentes sistemas de administración financiera y sus relaciones con los organismos de control, lo que atentaba contra la eficacia del control De esta manera, a nivel del sistema de control, se verificaba la existencia de varios organismos de control que aplicaban modelos y principios de control diferentes lo que iba en desmedro de la coherencia y la transparencia necesarias para luchar contra la corrupción. 

La nueva ley 24156 tuvo como objetivo reorganizar la administración financiera del Sector Público Nacional e instaurar una estructura de controles internos y externos de tipo financiero, patrimonial y operativo capaces de dar mayor transparencia a los mecanismos de obtención, asignación y de control de la utilización de los fondos públicos en función de los objetivos de determinadas políticas.

2.1. Estructura de la Ley Nº 24.156  de Administración Financiera y Sistemas de Control del Sector Público Nacional
Esta ley establece y regula los sistemas de la Administración Financiera y del Control Interno y Externo del Sector Público Nacional cuyos distintos componentes se detallan en el cuadro siguiente:

Sus diferentes sistemas son los que se detallan a continuación:  














Esta Ley ha sido un instrumento clave en la búsqueda de una mayor transparencia de los gastos presupuestarios y cuasi fiscales del Estados y para asegurar un registro adecuado de los mismos al establecer una infraestructura normativa clara en materia de ingresos y gastos y al recuperar la cultura presupuestaria con presupuestos formulados dentro de los plazos previstos y de acuerdo con normas standardizadas que respetan los principios presupuestarios consagrados en la práctica internacional. El presupuesto aprobado por el Congreso incluye, por otra parte, una completa descripción de la situación macroeconómica, de las políticas económicas, que originan las previsiones presupuestarias y la descripción de las políticas presupuestarias específicas. Un resumen del presupuesto es preparado con el objetivo de brindar a todos aquéllos que no tienen conocimientos específicos la comprensión y la interpretación de los principales componentes del presupuesto.

2.1.1. Administración financiera.

Ella comprende a un conjunto de sistemas, órganos, normas y procedimientos orientados a la obtención de los recursos públicos para el cumplimiento de los objetivos del Estado. Los sistemas tienen, cada uno respectivamente, un órgano rector el que depende directamente del órgano de coordinación establecido por el Poder Ejecutivo 

Los sistemas comprendidos son:

· Presupuestario: cuyo órgano rector es la Oficina Nacional de Presupuesto.

· Crédito Público: dirigido a operaciones que impliquen endeudamiento del Estado con el objeto de captar medios de financiamiento (emisión de títulos públicos, letras del Tesoro, renegociación de deuda, etc.). Su órgano rector es la Oficina Nacional de Crédito Público.

· Tesorería: es el conjunto de órganos y normas que intervienen en la recaudación de ingresos y en el pago de fondos que configuran el flujo de fondos del Sector Público Nacional. Su órgano rector es la Tesorería General de la Nación, la cual centraliza la recaudación de recursos y los distribuye entre las tesorerías jurisdiccionales para que estas atiendan el pago de las obligaciones; además elabora anualmente el Presupuesto de Caja del Sector Público y realiza el seguimiento y evaluación de su ejecución.

· Contabilidad: interviene en la recopilación, valuación, procesamiento y exposición de los hechos económicos que afecten el patrimonio de las entidades públicas. Tiene como objeto el registro sistemático de transacciones y la generación de información contable. Este sistema es único, uniforme y aplicable a todos los organismos del Sector Público Nacional. Tiene fundamentalmente a cargo la elaboración de la cuenta inversión del ejercicio. El órgano rector es la Contaduría General de la Nación.

2.3. Control del Sector Público Nacional

A partir del año 1983, la República Argentina, inició un proceso de consolidación del sistema democrático. La década de los 90´, signada por profundas reformas estructurales, ha revelado la necesidad de modernizar de Estado. El desarrollo y fortalecimiento de las Instituciones de la República y su afianzamiento, tuvo, entre otros institutos, los creados por la Ley de Administración Financiera y de los Sistemas de Control del Sector Público (N° 24.156), que además de iniciar una reforma en el sistema administrativo y financiero del gobierno, adopta nuevos métodos de control y fiscalización y crea nuevas instituciones de control gubernamental sobre la gestión financiera y presupuestaria de los organismos públicos. 

El Sistema de Control del Sector Público Nacional comprende los siguientes componentes:

· Control Interno: está conformado por la Sindicatura General de la Nación, órgano normativo, de supervisión y coordinación y por las Unidades de Auditoría Interna, creadas en cada jurisdicción y en las entidades que dependan del Poder Ejecutivo Nacional. Estas unidades dependen jerárquicamente, de la autoridad superior de cada organismo y deben actuar bajo la coordinación técnica de la SIGEN.
· Control Externo: a cargo de la Auditoría General de la Nación, dependiente del Congreso Nacional. Es materia de su competencia el control externo posterior de la gestión presupuestaria, la financiera, patrimonial, legal y de gestión, así como el dictamen sobre los estados contables, financieros de la Administración Central, Organismos Descentralizados, Empresas y Sociedades del Estado, Entes Reguladores de servicios públicos y los entes privados adjudicatorios de los procesos de privatización en cuanto a las obligaciones emergentes de los respectivos contratos.
3. Descripción de la  Auditoría General de la Nación. 

3.1. La Auditoría General de la Nación en el marco de la Ley Nº  24.156 


El artículo 116 de la ley 24.156 dice: “Creáse la Auditoría General de la Nación, ente de Control externo del Sector Público Nacional, dependiente del Congreso Nacional. El ente creado es una entidad con personería jurídica propia e independencia funcional. A los fines de asegurar ésta cuenta con independencia financiera...”.


La ley define a la Auditoría General de la Nación como una “entidad” y, por lo tanto, siguiendo la propia definición que la norma hace en el artículo 9, como una “...organización pública con personalidad jurídica y patrimonio propio”. Se verifican en ella los caracteres principales que debe tener un organismo descentralizado y atento a su competencia, es dable definirla como una entidad autárquica institucional 
. La autonomía funcional es el concepto justificativo del otorgamiento de una personalidad jurídica propia, ya que ésta le permite al organismo desplegar las funciones para las cuales fue creado
. 


Numerosos autores han planteado que para la materialización de una verdadera descentralización, unida a la tan necesaria autonomía funcional, debe verificarse una auténtica autonomía orgánica, la cual supone en una versión simplificada la existencia de un servicio público que tiene prerrogativas propias, ejercidas por autoridades distintas del poder central y que puede oponer a éste su esfera de autonomía. Sin embargo esa independencia funcional y financiera predicada en el artículo 116 de la citada ley, daría la impresión de no congeniar con lo que del mismo surge del tercer párrafo: “ Su estructura orgánica, sus normas básicas internas, la distribución de funciones y sus normas básicas de funcionamiento serán establecidas por resoluciones conjuntas de las Comisiones Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas y de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras del Congreso de la Nación”. Adicionando a esto lo establecido en el artículo 118, en el sentido de que serán las Comisiones señaladas las encargadas de determinar a la AGN el programa de acción anual y en el artículo 127, en virtud del cual reside en la Comisión Parlamentaria Mixta el ejercicio del control de las actividades de la AGN.


El artículo 125 establece como una de las atribuciones y deberes de los auditores generales, reunidos en colegio, el de proponer el programa de acción anual - quienes deben adoptarlo por mayoría, si bien es cierto que la AGN depende del Congreso Nacional, y que la voluntad legislativa es preeminente para determinar el campo de acción de aquélla.


El artículo 117 estatuye la competencia de la AGN, y dispone que consiste en el control externo posterior de la gestión presupuestaria, económica, financiera, patrimonial, legal. El mismo artículo adjudica a la competencia de la AGN el dictamen sobre los estados contables financieros de: La administración central;  Organismos descentralizados; Empresas y sociedades del Estado; Entes reguladores de servicios públicos; Los entes privados adjudicatarios de procesos de privatización, en cuanto a las obligaciones emergentes de los respectivos contratos. El artículo 117 legisla sobre los supuestos especiales, debido a las circunstancias institucionales en el Estado Federal argentino: Sobre la gestión de los funcionarios comprendidos en el artículo 53 de la Constitución Nacional, el control ha de ser siempre global y ejercido exclusivamente por las Cámaras del Congreso. Corte Suprema de Justicia dispondrá con qué modalidades y alcances ha de ponerse en práctica el sistema instituido respecto del Poder Judicial.

3.1. Funciones

La AGN tiene las funciones que se detallan a continuación

a) La fiscalización del cumplimiento de las disposiciones legales y reglamentarias  en relación con la utilización de los recursos del Estado, pero esta función se ha de ejercer una vez dictados los actos correspondientes, quedando ratificada así la norma que prescribe un control externo con carácter posterior y no previo.

b) La realización de auditorías financieras, de legalidad, de gestión, exámenes especiales de las jurisdicciones y de las entidades bajo su control, así como las evaluaciones de programas, proyectos y operaciones. Estos trabajos pueden ser realizados directamente por la AGN, o bien mediante la contratación de profesionales independientes.

c) Auditar, por sí o mediante profesionales independientes, a unidades ejecutoras de programas y proyectos financiados por los organismos internacionales de crédito, según los acuerdos que en tal sentido se suscriban entre la Nación Argentina y esos organismos.

d) Examinar y emitir dictámenes sobre los estados contables financieros de los organismos de la administración nacional y del BCRA, preparados al cierre de cada ejercicio.

e) Controlar la aplicación de los recursos provenientes de las operaciones de crédito público y practicar los exámenes especiales que fueran necesarios para formarse opinión  sobre la situación de ese endeudamiento. A ese fin la AGN está facultada para solicitar al Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y al BCRA la información que considerara de menester sobre las operaciones de endeudamiento interno y externo.
f) Realizar exámenes especiales de actos y contratos de significación económica, puede hacerlo por sí o por indicación de las Cámaras del Congreso o de la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas. La norma no aclara si puede ser cumplida con carácter previo ni los alcances ni efectos de su realización.

g) Verificar que los órganos de la Administración mantengan el registro patrimonial de sus funcionarios públicos. A tal efecto, todo funcionario publico con rango de ministro; secretario, subsecretario, director nacional, máxima autoridad de organismos descentralizados o integrante de directorio de empresas y sociedades del Estado, está obligado a presentar dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de asumir su cargo una declaración jurada patrimonial, con arreglo a las normas y requisitos que disponga el registro, la que deberá ser actualizada anualmente y al cese de funciones. El decreto 494/95 derogó esas normas anteriores, y aprobó un régimen de declaraciones juradas patrimoniales y otro sobre los casos para los cuales la procuración del tesoro es facultada a practicar requerimientos de justificación de incrementos patrimoniales. Ambos regímenes son aplicables dentro del ámbito de competencia del Poder Ejecutivo y está previsto el procedimiento a seguir tendiente a sancionar la falta de presentación o de actualización de las declaraciones juradas.

Para desempeñar las funciones la ley prevé en el artículo 119 que la Auditoria  podrá: 

a) Realizar todo acto, contrato u operación que se relacione con su competencia; 

b) Exigir la colaboración de todas las entidades del sector público, las que estarán obligadas a suministrar los datos, documentos, antecedentes e informes relacionados con el ejercicio de sus funciones; 

a) Promover las investigaciones de contenido patrimonial en los casos que corresponda, comunicando sus conclusiones a la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas. 

3.2. Deberes de la AGN

La AGNdebe formular los criterios de control y auditoría y establecer las normas de auditoría externa, a ser utilizadas por la entidad. Tales criterios y las normas derivadas, deberán atender un modelo de control y auditoría externa integrada que abarque los aspectos financieros, de legalidad y de economía, de eficiencia y eficacia.

La AGN debe presentar a la Comisión mencionada, antes del 1 de mayo la memoria de su actuación; y dar a publicidad la memoria de su gestión, con excepción de aquel tipo de material que por decisión de la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas, deba permanecer reservado. 

3.3. Competencias

En relación con la esfera de competencia comprendida en el ejercicio del control externo, el artículo 120 prevé la facultad del Congreso de la Nación para extenderla a las entidades a las que se les hubieran otorgado aportes o subsidios para su instalación o funcionamiento, como igualmente, en general a todo ente que perciba, gaste o administre fondos públicos en virtud de una norma legal o con una finalidad pública.

3.4. Composición 
    
Sobre la integración de la AGN, el artículo 121 prescribe que lo sea por siete miembros; cada uno de ellos es designado en calidad de auditor general, dura ocho años en su función y podrá ser reelegido. Para ocupar tal cargo la ley requiere la nacionalidad argentina, título universitario en ciencias económicas o en derecho, como asimismo probada especialización en administración financiera y control.



El órgano de conducción de la AGN se compone de siete miembros, tres auditores generales son designados por la Cámara de Senadores y otros tres por la Cámara de Diputados, de acuerdo a la composición política de cada cámara. Igual procedimiento se ha de seguir para el caso de remoción de los mismos, en caso de inconducta grave o manifiesto incumplimiento de sus deberes. (Artículo 122).  Su mandato es de ocho años y se renuevan por mitades cada cuatro. 



El séptimo auditor general es el presidente de la AGN, quien es designado a propuesta del partido político de la oposición con mayor número de legisladores en el Congreso con el objeto de reforzar la independencia y el equilibrio de poderes. Su nombramiento es efectuado por resolución de los Presidentes de ambas Cámaras.



La dirección colegiada de la AGN y el sistema de designación de los Auditores Generales, por resolución conjunta de ambas Cámaras legislativas, ha tenido por objeto asegurar la pluralidad política del órgano.

3.5. Comisión Parlamentaria Mixta de Revisión de Cuentas
Para concluir con el análisis de la ley 24.156 es menester aclarar las funciones y deberes de la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas, que de acuerdo al artículo 129 debe: 

a) Aprobar juntamente con las Comisiones de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras el programa de acción anual de control externo a desarrollar por la Auditoría General de la Nación; 

b) Analizar el proyecto de presupuesto anual de la Auditoría General de la Nación y remitirlo al Poder Ejecutivo para su incorporación en el presupuesto general de la Nación; 

c) Encomendar a la Auditoría General de la Nación la realización de estudios, investigaciones y dictámenes especiales sobre materias de su competencia, fijando los plazos para su realización; 

d) Requerir de la Auditoria General de la Nación toda la información que estime oportuna sobre las actividades realizadas por ella;  

e) Analizar los informes periódicos de cumplimiento del programa de trabajo aprobado, efectuar las observaciones que pueden merecer e indicar las modificaciones que estime conveniente introducir; 

f) Analizar la memoria anual que la Auditoría General de la Nación deberá elevarle antes del 1° de mayo de cada año.

3.6. Control de la AGN de los servicios públicos privatizados

3.6.1. Características 

1) Por su relación con los sujetos controlados, se puede hablar de un control de tipo directo, donde los métodos de investigación se llevan a cabo en forma directa sobre las actividades de las empresas de servicios públicos (en contraposición del control de tipo indirecto, es decir, a través de información suministrada por otros organismos de control)

2) Atendiendo al alcance del control, la AGN ejerce un control general, alcanzando a todas las cuestiones vinculadas a la prestación de los servicios (en contraposición de controles específicos que se extienden sobre materias de igual calidad).

3) Es un control gubernamental-legislativo.

4) Conforme al motor de las investigaciones, la AGN posee competencia derivada, es decir, sólo actúa previa habilitación de las Cámaras encargadas de determinar su programa de acción (no tiene competencia originaria y, por lo tanto, no actúa de oficio o a pedido de parte).

5) Centrándose en los efectos de las conclusiones de la AGN, se puede hablar de “sin imperium”, lo que implica que los resultados de sus investigaciones no son susceptibles de generar per se, ante la propia entidad que los genera, medidas sancionatorias, reparatorias, instrucciones u órdenes.

6) Atendiendo a su grado de relación sobre los sujetos controlados –en relación con otros controladores- se observa claramente que es un control de tipo secundario.

7) De acuerdo al grado de control sobre los sujetos controlados, la AGN ejerce un control de manera no permanente o esporádico (interviene en algunas situaciones, o en casos excepcionales).

3.6.2. Competencia de la AGN de controlar las empresas privatizadas de servicios públicos
Uno de los argumentos esenciales señalados por la AGN para interpretar en forma positiva su competencia para el control de los operadores privados de servicios públicos es la noción de “titularidad” estatal de los servicios públicos, lo que estaría infiriendo que se trata de actividades o funciones públicas. Es claro que la AGN tiene algún grado de competencia, sin embargo su cuestionamiento se centra en la frase “... en cuanto a las obligaciones emergentes de los respectivos contratos”.
 Hay que aclarar que se trata de una competencia en razón de la materia, entendida como “la substancia o naturaleza del acto conforme al derecho objetivo que confiere una serie de atribuciones a los órganos y sujetos estatales para la realización de sus cometidos propios”.
 Un posible criterio interpretativo sería que si se aceptan a los servicios públicos como una actividad, función o potestad pública, la competencia de la AGN se extiende al control de la misma. El motivo de dicha extensión se encontraría en que tratándose de una actividad titularizada por el Estado, su ejecución debe ser garantizada por el mismo, constituyendo dicha garantía una responsabilidad primaria. Incluso desde el punto de vista patrimonial, una prestación deficiente puede dar lugar, en ciertos casos a una responsabilidad subsidiaria
, 


Si bien puede observarse una altísima variedad de organismos e instituciones cuyas finalidades, funciones y objetivos parecen superabundantes, esto no entorpece a la interpretación del alcance de la competencia de la Auditoría General de la Nación para la fiscalización de operadores privados de servicios públicos. Considero importante resaltar dos cuestiones fundamentales respecto a lo mencionado en el párrafo anterior, por un lado compartir el criterio de la teoría de control de la hacienda pública, según el cual la existencia de un entrecruzamiento de controles hace al debido funcionamiento de los poderes republicanos; por otro lado, requiriendo un  análisis con mucha mayor profundidad, se encuentra el tema de evitar duplicaciones o superposiciones innecesarias en materia de control. Si bien puede observarse que la materia sobre la cual recae el control es la misma, los controles efectuados por todas las instituciones mencionadas tienen matices distintos. En efecto, tanto el ámbito en que se desenvuelven como el fundamento del ejercicio del control, difieren en cada caso considerado. Es por esta multiplicidad de controles se agrega la obligación de actuar con eficacia, eficiencia y efectividad para el logro de los objetivos preestablecidos. Es de destacar, entonces, que tales parámetros deberán verificarse a la hora de la definición de la tarea de control, para no caer en lo absurdo de efectuar auditorías, llevadas a cabo por diferentes organismo de control (como pueden ser la AGN, el Defensor del Pueblo de la Nación y los entes reguladores respectivos), a una misma empresa, sobre una misma cuestión, sin que existan las razones suficientes para hacerlo.

3.7. La AGN en el marco de la Constitución Nacional

En el año 1994, la Auditoría General de la Nación adquirió jerarquía constitucional. La reforma de la Carta Magna, realizada en ese año, incluyó en su Artículo 85 a este superior órgano de control y reafirmó los modernos criterios de control de gestión establecidos anteriormente. Además la reforma constitucional de 1994 confirmó la autarquía del ente y su función de asistencia técnica del Congreso de la Nación, poder en el que reside la facultad de control, según nuestro sistema republicano de gobierno. Paralelamente el reconocimiento de autonomía funcional afirmó el concepto de independencia de criterio, un valor indispensable, para el desempeño de los entes de fiscalización. La Convención Constituyente reunida el año 1994, introdujo en el texto constitucional numerosas reformas, algunas de ellas tendientes a establecer una nueva relación de poder que pretendió atenuar las competencias del Poder Ejecutivo. Dentro de esta finalidad de “fortalecimiento” de las facultades del Poder Legislativo, es que fue creada la Auditoría General de la Nación. El artículo 85 de la Constitución no sólo se refiere a este organismo, sino que también establece que el control externo del Sector Público Nacional es una atribución propia del Congreso:


 Queda claro de la lectura del artículo 85
  que la atribución de ejercer el Control Externo del Sector Público Nacional recae en el Poder Legislativo. El Control externo atribuido al Poder Legislativo comprende los aspectos patrimoniales, económicos, financieros y operativos, los cuales pueden ser definidos de la siguiente manera:

a. El control patrimonial se refiere a las modificaciones que se verifican en el patrimonio del Estado, es decir el aumento o la disminución del pasivo o del activo estatal.

b. El control económico, al resultado de la gestión del Estado.

c. El control financiero está referido a la ejecución de movimientos de fondos, es decir el llamado control de rendiciones de cuentas.

d. El control operativo o de gestión, tiende a verificar que la administración del organismo haya sido llevada a cabo de acuerdo a los parámetros de eficiencia, eficacia y economía.
3.8. Organismo de Asistencia Técnica


Una de las competencias que le asigna directamente la Constitución a la AGN es la de prestarle asistencia técnica al Congreso. Esta asistencia comprende todas aquellas materias que le sean requeridas por el Congreso en lo referente a su competencia de control específica, esencialmente establecida en el artículo 75 de la Constitución. Este requerimiento deviene obligatorio para el Legislativo, ya que el mismo texto constitucional establece que “El examen y la opinión del Poder Legislativo sobre el desempeño de la administración pública estarán sustentados en los dictámenes de la AGN”. Esta obligatoriedad se establece tanto para el Congreso, por cuanto debe sustentar sus opiniones en éstos dictámenes, como para la AGN ya que le corresponde informar de los mismos al Congreso. Esta es una norma de carácter imperativo y operativo
. Esto significa que el Congreso deberá siempre sustentar sus opiniones sobre la administración pública exclusivamente en los dictámenes de la AGN. 

 3.9. El sujeto de control de la AGN

En relación con a quién está dirigido el control establecido en este primer párrafo del artículo 85, la norma constitucional habla del “Sector Público Nacional”. La terminología “Sector Público Nacional” es utilizada en la ley 24.156, antecesora y base de la introducción constitucional. La Ley plantea, en su artículo 8, que: “Las disposiciones de esta ley serán de aplicación en todo el Sector Público Nacional, el que a tal efecto está integrado por: Administración Nacional, conformada por la administración central y los organismos descentralizados, comprendiendo en estos últimos a las instituciones de seguridad social; Empresas y sociedades del Estado que abarca a las empresas del Estado, las Sociedades del Estado, las Sociedades Anónimas con participación estatal mayoritaria, las Sociedades de Economía Mixta y todas aquellas otras organizaciones empresarias donde el Estado tenga participación mayoritaria en el capital o en la formación de las decisiones societarias...”.Además, el artículo 9 establece: “ En el contexto de esta ley se entenderá por entidad a toda organización pública con personalidad jurídica y patrimonio propio; y por jurisdicción a cada una de las siguientes unidades institucionales: a) Poder Legislativo, b) Poder Judicial y c) Presidencia de la Nación, los ministerios y secretarias del Poder Ejecutivo Nacional”.Esto debe completarse con lo dispuesto por el artículo 11 a fin de comprenderlo en forma definitiva: “El presente título establece los principios, órganos, normas y procedimientos que regirán el proceso presupuestario de todas las jurisdicciones y entidades que conforman el Sector Público Nacional”. Es decir que, en principio, todo el Estado Nacional está comprendido dentro de esta denominación.

3.10. El método de auditoría de la AGN

La Ley 24.156 establece en su artículo 4º, inciso a) el objetivo de garantizar la aplicación de los principios de regularidad financiera, legalidad, economía, eficacia y eficiencia en la obtención y asignación de los recursos públicos, y pone el acento sobre los principios de las tres  “ E ” que constituyen la línea directriz de todos los sistemas instituidos por esta lay. Las “Normas de Auditoría “ de la AGN definen estos conceptos:

Economía: hace referencia a la obtención oportuna de recursos financieros, humanos, materiales, informáticos, tecnológicos, etc. al más bajo costo y tomando en consideración las necesidades para las cuales fueron obtenidos. 

Eficacia: hace referencia al logro de los objetivos establecidos en los planes, programas, proyectos, operaciones y actividades.

Eficiencia: hace referencia a la utilización productiva de los recursos con el objeto de maximizar el producto obtenido en función del recurso utilizado y minimizar los recursos necesarios en relación con la cantidad y calidad del producto obtenido.

Esta concepción más integral, característica de la auditoría moderna, supone la adopción de nuevos criterios y mecanismos para asegurar el control adecuado de los recursos públicos y la verificación de la racionalidad económica y financiera de los estados presupuestarios contables
.

La auditoría integral es una noción que comprende tres aspectos distintos pero en relación entre ellos, la rendición de cuentas en el sector público; los informes de cuentas, la conformidad de las autorizaciones, la gestión económica, eficiente y eficaz de los fondos y los recursos públicos. Puesto que el control de cuentas y el control de legalidad están bien implantados desde hace mucho tiempo, la noción de auditoría integral es utilizada par identificar esta nueva tendencia de la auditoría, la verificación de las tres “E”.

La auditoría externa a cargo de la Auditoría General de la Nación, consiste, pues, en un examen estructurado del registro o de otras piezas justificativas, con el objeto de realizar una evaluación fundada, un consejo o una opinión profesional para mejorar los sistemas administrativos y financieros en relación con:

· la consistencia de los sistemas de información y control,

· la eficiencia y la eficacia de los programas y operaciones,

· el respeto de los reglamentos y de las políticas establecidas,

· la veracidad de los estados financieros y de los informes de rendición de cuentas,

· los resultados de las operaciones de un organismo o programa.

Todo trabajo de auditoría debe ser planificado con el objeto de identificar los objetivos y determinar los métodos. Existen dos niveles de planificación: la planificación institucional y la específica. En el primer caso, la determinación de las operaciones a controlar toma en cuenta los conceptos de la importancia del tema, su significación y su riesgo. En este sentido, la AGN considera los siguientes elementos: el monto de las operaciones a auditar, los exámenes especiales requeridos por el Congreso, la probabilidad de efectos no deseados en la implementación de los programas y proyectos nacionales, las razones y el alcance de los desvíos de los programas y de los proyectos nacionales, el impacto social, económico, medio ambiental y organizacional, y las denuncias hechas ante los medios.

La planificación específica debe tomar en consideración: 

· el objetivo de la auditoría y su alcance

· los estudios hechos sobre la entidad a controlar,

· los informes de auditoría interna para evaluar si los sistemas de control son aplicados,

· la importancia de los posibles errores o irregularidades y el riesgo de emitir una opinión incorrecta,

· los procedimientos a aplicar (programas informáticos, técnicas de recuperación y análisis de la información existente en el organismo, técnicas de puesta a prueba de las operaciones auditadas)

· los recursos humanos y materiales necesarios. 

En relación con las pruebas aportadas por la auditoría, es necesario que ellas sean suficientes, es decir que ellas permitan fundar objetivamente las conclusiones, que sean competentes, es decir que las piezas justificativas sean válidas y confiables y finalmente que sean pertinentes, es decir, que debe haber una relación lógica y manifiesta entre las mismas y el hecho auditado. Las evidencias son de cuatro tipos: física, de los documentos, de los testimonios y analíticas. 

Las conclusiones deben referirse a cada procedimiento sobre cada componente de la auditoría. Las conclusiones parciales constituyen la base para la elaboración del informe de auditoría, el que debe ser claro, objetivo y suficiente.

La AGN hace dos tipos de auditoría: la auditoría financiera y la auditoría de gestión: La primera consiste en el examen de la información financiera con el objeto de verificar que la misma es razonable. La sgunda consiste en el examen de los planes, programas, proyectos y operaciones de una organización o entidad pública con el objeto de evaluar y dar información referida al logro de los objetivos previstos, el buen empleo de los recursos públicos, (criterio de economía y de eficiencia) y la regularidad de los actos controlados. Finalmente, la auditoría integral consiste en la realización de los dos controles el financiero y el de gestión.

 4. Las actividades de la AGN y el Congreso

La Auditoría General de la Nación es un organismo técnico del Congreso. Otros organismos de control en el mundo están en estrecha relación con las asambleas legislativas. Las normas que crean la AGN tuvieron como objetivo promover una rica interactión entre las cámaras legislativas y el organismo técnico de control, tal como existe en Canadá o en los Estados Unidos, donde el 30% de las auditoría realizadas por el Auditor General de Canadá y el 80% de las realizadas por la General Accounting Office de los Estados Unidos han sido pedidas por el poder legislativo. Nada similar ocurre en la Argentina, donde una cantidad ínfima de controles han sido hechos a pedido del Congreso. El Congreso pocas veces solicita auditorías especiales dirigidas a fundamentar objetivamente un trabajo parlamentario lo que señala la falta de articulación entre estas dos instituciones. 

El canal de comunicación entre la AGN y el Congreso pasa por las relaciones entre los auditores y las Comisiones Parlamentarias Mixta Revisora de Cuentas y la de Presupuesto y Hacienda, es decir entre los representes políticos en el poder legislativo y los profesionales nombrados por ese mismo parlamento en virtud de la pertenencia partidaria. El parlamento, no interviene sino a través de dichas comisiones encargadas de aprobar el plan de acción anual. Ellas establecen la cantidad de auditoría a realizar, el tipo de auditoría , financiera o de gestión y las jurisdicciones que van a ser controladas.  

4.1. Plan de Acción Anual

Como ya se ha señalado, la Auditoría General de la Nacion puede ejercer su control sobre 1) la Administración Central, 2) los Organismos decentralizados, 3) las empresas y sociedades del Estado, 4) los órganos reguladores de los servicios públicos, 5) las empresas privatizadas en lo que concierne a las obligaciones emergentes de los respectivos contratos, 6) los organismos que reciben fondos públicos. Este universo comprende aproximadamente 300 entidades que compromenten recursos financieros por 50.000 milliones de pesos por año (alrededor de 52.600 milliones de euros). Estamos en presencia  de un universo vasto y variado. Dadas las característica del mismo, no se puede pretender que la AGN pueda juzgar, de manera permanente la totalitdad de cuentas. Resulta, pues esencial que ella formule su Plan de Acción Anual siguiendo ciertos criterios para defirnir los sectores, los aspectos prioritario o críticos que van a ser controlados. Para hacerlo, ella toma en consideración los aspectos siguientes:

· La importancia del tema para el desarrollo de la actividad parlamentaria,

· Los exámenes específicos pedidos por el Congreso de la Nación, 

· La confiabilidad de los sistemas de control interno, 

· La magnidtud de las corrientes de fondo y el impacto social, económico y ambiental de los programas, proyectos, y operaciones.

El Plan de Acción debe ser sometido a consideración de las Comisiones Parlamentarias Mixtas Revisora de Cuentas y de Presupuesto y Hacienda de las dos Cámaras del Congreso de la Nación.

La AGN cuenta con varias direcciones generales a cargo de la realización de las diferentes auditorías: la Dirección General de la Deuda Pública, la Dirección General del Sector Público no financiero, la Dirección General de Control del Sector Financiero y de Proyectos Especiales, la Dirección General de Control de los Organos Reguladores de los Servicios Públicos y de Empresas Privatizadas y la Dirección General de Planificación. 

En relación con el trabajo de auditoría, las inspecciones se hacen de acuerdo con la clasificación siguiente:

· Auditoría de las Unidades de Ejecución de acuerdo con la juridicción u organismo.

· Auditoría de las Unidades de Ejecución de Proyectos financiados por organismos internacionales de crédito en las diferentes juridicciones u organismos.

· Auditoría de Deuda Pública. 

Para determinar que programas serán auditados, la AGN utiliza, como ya lo hemos señalado más arriba, un criterio basado en la importancia económica del programa, ella considera los proyectos o programas superiores a los 50 milliones de pesos.

Una vez realizada la auditoría, la Dirección a cargo del tema debe aprobarlo, luego, el informe debe ser autorizado por la Comisión de Supervisión del Colegio de Auditores y finalmente, es enviado a la Comisión Mixta Revisora de Cuentas.  

4.2. Los informes de auditoría: el control democrático y la sanción de delitos e irregularidades

En general, la consecuencia de una auditoría es la sanción positiva o negativa que se deduce de la evaluación de la gestión. Normalmente, y este es el caso de la AGN, las instituciones de control no tienen competencias para emitir sanciones
. Uno puede preguntarse, pues, cuales son las capacidades de la AGN para colaborar en la aplicación de sanciones a los delitos e irregularidades detectadas

A nivel de la responsabilidad poítica, la sanción tiene lugar de dos maneras en un régimen democrático: el proceso electoral por el cual los ciudadanos castigan a los responsables políticos o la acción del Congreso encargado de ejercer el control externo de la administración.


Los ciudadanos eligen a los políticos que representan sus intereses y quieren gobiernos capaces de gobernar y de cumplir con sus promesas. Sin embargo, la democracia no cuenta con mecanismos institucionales capaces de asegurar que las elecciones hechas por los ciudadanos serán respetadas. No obstante, aún cuando los ciudadanos no cuentan con instrumentos que le permitan controlar la acción futura de los gobiernos, ellos pueden forzarlos a dar cuenta de los resultados de sus acciones pasadas. Los gobiernos son, pues responsables si los ciudadanos pueden actuar y aplicar sanciones, fundamentalmente mediante los mecanismos de las elecciones, cuando los gobernantes no actúan en beneficio de sus representados.


Las elecciones permiten ratificar o rechazar de manera intermitente las decisiones tomadas por los grupos de representantes quienes cooperan entre sí o compiten entre ellos
. El proceso legislativo de deliberación empuja a los representantes a justificar frente al público las decisiones que ellos defienden y a brindar la información de la que disponen para explicar las relaciones entre las políticas públicas y sus resultados de manera concreta y detallada. Esto obliga al Ejecutivo a justificar y defender sus acciones frente a los otros órganos de gobierno, y además permite que los ciudadanos se informen. La facultad de emitir decretos leyes que ha existido en Argentina durante la última década, ha interrumpido este proceso y le ha quitado a los ciudadanos la oportunidad de conocer mejor la calidad de las políticas públicas y de la gestión gubernamental reduciendo en consecuencia, la eficacia de los mecanismos de responsabilización.

 
En relación con la acción del Congreso, es importante evaluar las modalidades de intervención del mismo en el examen de las tareas de auditoría. Al respecto, la organización de los poderes políticos y el desarrollo de las técnicas de control interno juegan un rol esencial ya que la demanda a los organismos de control es tanto más fuerte cuando existe una estricta separación de los poderes políticos, en particular, del Ejecutivo y el Legislativo. En el caso argentino, las fronteras ambiguas, que separan a los miembros del Congreso de las autoridades del organismo auditor, van en detrimento de la tarea de control y de la aplicación de sanciones de naturaleza política. En efecto, el peso del partido mayoritario ha hecho que el Congreso no demostrara un especial interés en señalar todas las debilidades gubernamentales y el Ejecutivo tampoco valoró que el Congreso desarrollara dicha capacidad crítica. 

En el polo opuesto, tenemos la responsabilidad penal. En este nivel, la AGN juega sólo un papel auxiliar a nivel de la prevención y de la información. La AGN puede poner a disposición de las autoridades competentes capaces de establecer sanciones, los resultados de sus auditorías. Sin embargo, este deber de informar se encuentra también trabado por la composición de las autoridades del organismo y es necesario señalar un déficit en el impacto de los resultados de sus trabajos.

5. Comparación Internacional.    

En la legislación comparada de numerosos países (Francia, Italia, Bélgica, España, Uruguay, etc.), los tribunales de cuentas han sido establecidos desde larga data, en algunos casos con carácter colegiado y en otros como órganos unipersonales. A continuación, haremos una breve descripción del sistema de control externo en Francia y en Canadá para hacer un análisis comparativo con la “Auditoria General de la Nación”.

5.1. La Corte de Cuentas en Francia.

La Corte de Cuentas fue creada en su forma actual por Napoleón en 1807 aunque el examen de las cuentas y las cámaras especializadas en el tema daten de la época de la monarquía. Las Cámaras Reales de Cuentas aparecieron durante la Edad Media como tribunales de justicia y constituyeron el origen de la actual Corte de Cuentas. La Corte de Cuentas es una de las instituciones más viejas y renombradas de la administración francesa, ella junto con el Consejo de Estado y la Corte de Casación constituyen los grandes cuerpos del Estado Francés. La Corte mantiene con el Parlamento una relación de cooperación y no de subordinación.

La Corte de Cuentas es un órgano jurisdiccional a cargo del control de las operaciones financieras ejecutadas bajo la autoridad o la supervisión del gobierno. La tarea de auditoría de la Corte comprende los ministerios, los organismos descentralizados, las instituciones sociales, las empresas públicas y las industrias nacionalizadas que fueron incorporadas a su supervisión en 1976. Además, controla todos los organismos privados que reciben fondos públicos. 

La Corte de Cuentas es una jurisdicción compuesta por magistrados inamovibles. Está presidida por un Presidente y compuesta de siete cámaras con competencias sectoriales.

5.1.1. Nombramiento.

Todos los miembros de la Corte de Cuentas son nombrados por el Presidente de la República a partir de una propuesta conjunta del Primer Ministro y del Ministro de Finanzas. El nombramiento del Presidente es discrecional pero todos los demás deben respetar ciertos requisitos legales. En el nivel escalafonario más bajo, los egresados de la Escuela Nacional de Administración que pueden elegir como destino la Corte de Cuentas, tienen el derecho de ser nombrados auditores de segunda clase, a continuación la carrera comprende los niveles de consejero de segunda y primer clase.

5.1.2. Competencias de la Corte

La Corte de Cuentas controla las cuentas del Estado y de los organismos del sector público que dependen del mismo. La competencia de la Corte alcanza a los diferentes servicios del Estado, los organismos descentralizados dependientes de los ministerios, las empresas públicas donde el estado es accionista mayoritario. Su competencia alcanza los organismos de seguridad social y los organismos privados que reciben fondos del estado y los organismos que apelan a la generosidad pública. 

La Corte de Cuentas es independiente en su organización y en la ejecución de sus funciones. El campo de competencia de la Corte es muy amplio, tal como se ha señalado. Los únicos órganos del Estado que se encuentran fuera del control de la Corte son los poderes públicos constitucionales: el Presidente de la República, el Parlamento y el Consejo Constitucional, que se encuentran por encima de la Corte en la estructura general del Estado. Dada la masa de operaciones financieras bajo su control, solamente algunos controles son realizados todos los años, tales como los informes al Parlamento sobre la ejecución de la ley de presupuesto y el financiamiento de la seguridad social, otros son realizados de manera periódica y la frecuencia y la profundidad de los mismos son determinadas por la misma Corte. La decisión de controlar los organismos que reciben ayudas financieras depende exclusivamente de ella. 

El gobierno no puede ni obligarla a hacer controles ni impedirle que los haga según su buen saber y entender. Las comisiones de finanzas de ambas cámaras del Parlamento pueden pedirle la realización de ciertos controles a organismos o de algunas actividades particulares, ante lo cual la Corte incorpora los controles solicitados en el plan de trabajo del año siguiente.

El programa anual de control es aprobado por la Corte de manera colegiada. Una vez que el mismo es definido, la ejecución depende exclusivamente de la Corte, la que dispone de todos los medios para cumplir con su tarea. Los organismos controlados deben enviar sus cuentas, los documentos justificativos de las operaciones están a disposición de los auditores quienes tienen derecho de solicitar los documentos y la información que ellos consideren necesaria, aún sobre temas confidenciales tales como la seguridad del Estado, la defensa nacional o las relaciones exteriores. La Corte solamente se encuentra imposibilitada de controlar los fondos destinados a la seguridad exterior. La Corte puede llamar a declarar a los agentes de los servicios u organismos controlados y pedirles explicaciones: la negativa a brindar información o los documentos requeridos es considerada un delito y sancionada con una multa. 

Los auditores tienen una gran libertad para expresar sus opiniones en los informes y es la Corte quien decide lo que será comunicado. Estas decisiones son tomadas colegiadamente. Los informes son presentados ante una cámara, donde después de una deliberación secreta, una decisión es tomada por mayoría, para reforzar la independencia de sus miembros, las opiniones minoritarias no son reveladas.

La Corte presenta, como casi todas las instituciones de control en el mundo, un informe anual al Parlamento, pero ella dispone de la libertad de elegir lo que se incluye en el mismo. Además, la Corte asiste al Parlamento y al gobierno en el control de la ejecución de la ley de finanzas (artículo 47 de la Constitución del 4 de octubre de 1958) y desde la reforma constitucional del 22 de febrero de 1996, controla la aplicación de las leyes de financiamiento de la Seguridad Social. Además de los dos informes que debe realizar en el marco de las dos misiones de origen constitucional, la Corte entrega cada año al Parlamento un informe público anual y otros informes públicos sobre temas especiales. 

Hasta 1983, la Corte tenía la competencia de intervenir en las administraciones regionales o locales. Desde 1982, se ha producido un continuo proceso de descentralización en la administración francesa y esto ha dado lugar al establecimiento de las Cortes Regionales de Cuentas que tienen competencias y poderes similares a aquéllos de la Corte, sobre las colectividades locales y los organismos descentralizados. Cada Cámara adopta un Programa Anual de trabajo de manera completamente independiente. 

5.1.3. Misiones: juicios de cuentas y control de la gestión.

La Corte de Cuentas posee un amplio poder de control, tanto en relación con el control legal y reglamentario de las finanzas públicas como sobre el buen empleo de los fondos públicos.

Los artículos L.III-I y L.III-3 del Código de las jurisdicciones financieras establecen que la Corte juzga las cuentas de los contadores públicos y que audita los ingresos y los gastos descriptos en las contabilidades públicas. La Corte está encargada de verificar si los ingresos han sido percibidos por el Estado y si los gastos han sido realizados de acuerdo con las reglas contables en vigor. De acuerdo con el análisis de las cuentas y de los documentos respaldatorios presentados, la Corte emite un juicio, si no existen irregularidades, aprueba la labor del contador; caso contrario, lo somete a juicio. La Corte juzga también las cuentas de toda persona que ha intervenido de manera irregular en el manejo de los fondos públicos.

La Corte no  juzga solamente la legalidad de las cuentas, como ya se ha señalado más arriba, ella controla también el buen empleo de los fondos públicos, asegura el buen uso de los créditos, fondos y valores gestionados por los servicios del Estado en paralelo a la evaluación de las cuentas de los contadores del Estado. Este control tiene por objetivo evaluar la eficacia de los servicios y organismos del Estado y de las colectividades territoriales. Este análisis de la eficacia de la labor de los servicios y organismos públicos que se ocupan de un mismo tema conduce a una evaluación de las políticas públicas de cada sector de actividad.  

De esta manera, en los últimos años, la Corte ha desarrollado técnicas de evaluación de los programas con el objetivo de analizar la totalidad de los efectos, directos e indirectos de las políticas en ejecución. La Corte ha realizado distintos estudios especiales: “La función pública del Estado. Segundo informe” (2001), “El fin de las actividades mineras en Francia”, “La intervención del Estado en la crisis del sector financiero”, “El esfuerzo de solidaridad nacional en relación con los antiguos combatientes”, “La función pública del Estado” (2000), “La política portuaria francesa” (1999), “La acción de los departamentos en materia de vialidad” (1998), etc.
. Los temas para la auditoría de performance son seleccionados por cada Cámara de acuerdo con el riesgo, el ciclo de la auditoría, la experiencia, el nivel de interés político o público. En relación con el control de las empresas públicas, la Corte da su opinión sobre la legalidad y la sinceridad de las cuentas y sobre la calidad de la gestión de las empresas.


El control a posteriori de los ingresos y de los gastos del Estado establece una separación entre el control de las cuentas de los contadores de estado y de los funcionarios políticos, los documentos respaldatorios de las operaciones efectuadas por los contadores públicos son presentados cada trimestre, esto permite un control más próximo en el tiempo de la administración de los ministerios. 

5.1.4. Publicidad de sus actividades


Cada año, la Corte de Cuentas prepara un informe que es entregado al Presidente de la República, al Congreso y es publicado en el Boletín Oficial. En este informe son descriptas las principales anomalías detectadas por la Corte en la gestión de los organismos controlado y se deja constancia de las respuestas enviadas por los organismos auditados. Desde 1991, la Corte publica también fascículos que analizan un tema determinado.

5.1.5. Análisis Comparado.

Las competencias de la AGN y de la Corte de Cuentas son establecidas por la ley, y, en los dos casos, son muy amplias. La Corte, como la AGN, debe controlar los servicios de administración de los distintos ministerios y de los organismos descentralizados, el sistema de seguridad social, el que en los dos casos no es administrado directamente por el Estado, las empresas públicas nacionales, los organismos públicos o privados que reciben ayudas financieras por parte del Estado. Los dos organismos, tampoco pueden juzgar a los poderes públicos constitucionales. 

Las similitudes se agotan en estos puntos. La Corte de Cuentas francesa es una institución con una experiencia institucional y una reputación que no pueden ser equiparables a las de la Auditoría General de la Nación. Los puntos en los cuales se diferencian son numerosos e importantes. 

En primer lugar, la Corte de Cuentas es considerada uno de los grandes Cuerpos del Estado francés. Su independencia institucional se basa en el mismo principio que rige la independencia de casi todas las instituciones superiores de control en el mundo, sin embargo, su independencia en relación con el Parlamento tiene causas históricas. En efecto, si bien la Corte de Cuentas apareció en la Edad Media en el mismo momento que los Estados Generales, ella funcionó sin interrupción, mientras que estos últimos dejaron de reunirse a principios del siglo XVII hasta el momento de la Revolución. Esta situación histórica hizo que la independencia de la Corte se fortaleciera vis-à-vis de los poderes políticos, ya sea el Ejecutivo o el Legislativo.

El poder discrecional del que dispone el Ejecutivo para nombrar al Presidente de la Corte no va más allá de este nombramiento. Todos los otros nombramientos deben hacerse respetando los requisitos legales que acotan este poder discrecional: los miembros de la corte, en el nivel inicial, los auditores de segunda clase son reclutados entre los egresados de la Escuela Nacional de Administración. A posteriori, el poder político puede proponer el nombramiento de funcionarios ajenos al Cuerpo quienes pueden ingresar como consejeros de segunda o de primera, pero estos nombramientos tienen un cupo limitado y deben cumplir con ciertos requisitos de edad. El Parlamento no interviene en los nombramientos de los funcionarios de la Corte. 

El abismo que separa estas prácticas de aquéllas que guían el nombramiento de los Auditores Generales de la AGN y el reclutamiento del personal técnico es inmenso. Por un lado, como lo explicaremos más adelante en relación con la comparación con el Auditor General de Canadá, los nombramientos de las más altas autoridades del organismo responden a criterios políticos aunque las mismas deben cumplir con ciertas exigencias profesionales. Por el otro, en relación con el reclutamiento de los auditores, aunque el sindicato y el gobierno hayan, en un comienzo, aprobado la iniciativa de organizar concursos públicos, los nombramientos que han sido realizados desde la creación del organismo no han respetado los criterios de objetividad y neutralidad. De esta manera, más de 200 agentes han sido nombrados sin tomar en consideración el tipo de formación necesario para el buen funcionamiento de la Auditoría, esto ha dado como resultado, un excedente de abogados y una falta de contadores públicos, lo que va en detrimento de la performance del control.

5.2. El Auditor General de Canadá.

5.2.1. Misión y Objetivos de la Oficina del Auditor General de Canadá.

La Oficina del Auditor General de Canadá realiza auditorías independientes y exámenes que proveen con información objetiva al Parlamento con el fin de fomentar la responsabilidad de los funcionarios y para promover la adopción de los mejores métodos de trabajo en los servicios del Estado. Los objetivos perseguidos por la Oficina del Auditor son los siguientes: alcanzar una contabilidad justa y clara de los recursos financieros del gobierno, lograr la mayor eficacia y productividad de los servicios públicos, obtener una reducción del costo de las actividades de gobierno, conseguir el cobro de las rentas no pagadas al gobierno, colaborar con las autoridades, evitar las acciones fraudulentas y contribuir al desarrollo sustentable.

5.2.2. Organización. 

La Oficina del Auditor General de Canadá está dividida en varias direcciones y servicios:

· la Dirección Ejecutiva está a cargo de brindar el soporte legal, de la revisión de la práctica profesional y de la organización de las actividades de formación internacional.

· los Servicios de auditoría tienen la responsabilidad de llevar adelante las actividades de control.

· el Servicio Operacional es el responsable de la ejecución de las actividades de control de la Oficina, y finalmente,

· el responsable de Desarrollo Sustentable está a cargo de la supervisión y de informar sobre los avances hechos por el gobierno federal en materia de desarrollo sustentable.

Para cumplir con estas tareas, la Oficina cuenta con un personal que proviene de diferentes disciplinas: está compuesto por contadores, pero también ingenieros, abogados, estadísticos, sociólogos, historiadores y economistas.  
 5.2.3. El Rol del Auditor General.

El rol del Auditor General es el de dirigir las auditorías en las estructuras del gobierno federal con el objetivo de brindar información objetiva a los miembros del Parlamento y de esta manera permitir una evaluación objetiva de las actividades del gobierno. Para ser eficaz, el Auditor General debe ser realmente independiente, el Parlamento ha establecido en consecuencia, una serie de principios:

· el Auditor General es independiente del gobierno y es nombrado por un período de 10 años, 

· la Oficina tiene la libertar de contratar su propio personal y de establecer las condiciones de trabajo del mismo, 

· el Auditor General tiene el derecho de pedir toda la información necesaria al gobierno,

· finalmente el Auditor tiene la obligación de presentar su informe a la Cámara de Comunes directamente.

5.2.4. Competencias y responsabilidades del Auditor General. 

La Ley que crea a la Oficina del Auditor General regula sus actividades y establece sus obligaciones. En relación con sus competencias, el Auditor General de Canadá debe cubrir un vasto campo de actividades: controlar los servicios del gobierno, departamentos del gobierno federal, grandes y pequeñas agencias, empresas del Estado, debe además, evaluar las políticas públicas como por ejemplo, la del personal o la de la tecnología de la información, debe controlar también el gobierno de Yukón y los territorios del norte y las agencias territoriales de las Naciones Unidas. Por otra parte, la creación de la Comisión de Ecología y de Desarrollo Sustentable ha aumentado las responsabilidades del Auditor General.

Para controlar este amplio campo debe realizar distintos tipos de auditoría: “de certificación”, “de legalidad” y “de performance”, las cuales permiten ofrecer, a lo largo del tiempo, una visión completa de la organización del gobierno. Cuando el control de un servicio del Estado comprende estos tres componentes que acabamos de mencionar nos encontramos frente a una “auditoría integral”.

1) Auditoría de certificación

El Auditor General es responsable de verificar la autenticidad de las declaraciones financieras, es decir, el auditor certifica que las cuentas presentadas están debidamente avaladas por los documentos respaldatorios.

Cada año, el gobierno de Canadá publica las Cuentas Públicas de Canadá, estas cuentas contienen los informes financieros anuales del gobierno (se trata de los resultados financieros de todos los departamentos, agencias, corporaciones de la Corona, y de varios fondos especiales). La Oficina del Auditor General juzga las declaraciones financieras del gobierno y de las empresas públicas y determina si ellas son o no confiables. Los auditores programan y realizan auditorías contables. Los procedimientos de auditoría aplicada pueden incluir la evaluación de resultados, la verificación de la precisión de los sistemas de control financiero y el control de muestras de las transacciones y de los balances mediante el empleo de un soft especial. 

2) Auditoría de conformidad.

El Auditor debe evaluar si los diferentes servicios del gobierno han respetado lo que ha establecido el Parlamento en relación con la recaudación impositiva y con los gastos. Esta tarea es similar a aquélla que se conoce como control de legalidad. 

El equipo de auditoría controla, en consecuencia, las cuentas para verificar si el departamento o la agencia han respetado las leyes y reglamentos que regulan la administración financiera del gobierno. Esto tarea implica analizar las autorizaciones de gastos incluídas en el presupuesto federal y la legislación pertinente. 

3) Auditoría de performance ("Value-for-money") 

Finalmente, la Oficina trata de establecer en que medida los programas del gobierno han sido ejecutados respetando los principios de economía y de eficacia, este tipo de auditoría es denominado “value for money” y tiene por objetivo auditar la gestión del programa, los controles y los sistemas de ejecución. Este tipo de auditoría verifica si los contribuyentes han obtenido una valor agregado por el dinero que han pagado en calidad de impuestos y da a los legisladores información sobre la performance del gobierno.

Debido a las grandes dimensiones de algunos departamentos, la Oficina elige por adelantado una cantidad determinada de actividades. De esta manera, los programas de grandes dimensiones son examinados a lo largo de varios años. Una auditoría de performance puede durar entre 6 y 18 meses y comprende las siguientes fases: planificación, examen e informe. Durante estas etapas, el equipo multidisciplinario de auditoría trabaja con un comité consultor de expertos que dan sus opiniones y revén los resultados de la auditoría. En la fase de planificación, el equipo estudia el programa y el contexto en el que se desarrolla su operación. Los miembros del equipo identifican los sectores que deben ser examinados durante el control y establecen los parámetros contra los cuales van a ser contrastadas las actividades bajo control. Durante la fase del examen, el equipo de auditoría recolecta las pruebas y las analiza. Finalmente, el equipo decide lo que será incluido en el informe que será elevado a consideración de la Cámara de los Comunes. 

El informe anual del Auditor General presentado ante la Cámara de los Comunes constituye la principal manifestación de la actividad de la Oficina. A partir de la modificación de la Ley de Auditoría General en 1997, el Auditor General puede presentar hasta tres informes por año además de la rendición de cuentas anual. Estos informes contienen los resultados de las auditorías de los departamentos federales y de las agencias, de las políticas públicas transversales de la administración, de los estudios de seguimiento y de las observaciones de auditoría sobre cuestiones consideradas significativas y que no son incluídas en los informes mencionados precedentemente.

Por otra parte, el Auditor General prepara los informes sobre las auditorías de legalidad y de performance realizados en las corporaciones de la corona y el Informe sobre el Desarrollo Sustentable en el que informa al Parlamento sobre los progresos que se han verificado en este campo.

Finalmente, el Comité de Cuentas Públicas del Parlamento analiza los informes del Auditor General. Estos informes captan una considerable atención, sin embargo, su impacto a largo plazo es percibido cuando el Comité de Cuentas Públicas los examina y emite sus recomendaciones. 

5.2.5.Comparación con la AGN    
La Auditoría General de la Nación fue creado tomando como modelo la Oficina del Auditor General de Canadá. En consecuencia, podemos encontrar numerosos aspectos en los que ambos organismos presentan similitudes. Ambos organismos comparten las siguientes características: 

· las dos agencias de control dan cuenta de su actividad ante el Parlamento,

· ellas tienen bajo su control los diferentes servicios del estado federal,

· aplican procedimientos de auditoría similares: el control de eficacia, de economía y de legalidad,

· ninguna de las dos tienen poderes jurisdiccionales. 

Sin embargo, las diferencias son más importantes que las similitudes y las primeras explican en gran medida la diferente performance de ambas instituciones.

Es necesario mencionar en primer lugar los aspectos históricos: la Oficina del Auditor General de Canadá tiene una larga tradición detrás. El Auditor General Independiente de Canadá fue nombrado en 1878, anteriormente, esta función era ejercida por un alto funcionario, el vice-ministro de Finanzas. Aunque sus métodos de trabajo han cambiado mucho desde entonces, el objetivo final de su misión permanece inalterable: a finales del siglo XIX como a comienzos del siglo XXI se esperaba que el Auditor señalara si los fondos públicos habían sido empleados de acuerdo con los objetivos previstos por el Parlamento. Una nueva Ley de 1977 sobre la auditoría del gobierno, ha definido y ampliado las  responsabilidades del Auditor General. El Auditor General no debe solamente verificar la exactitud de los estados financieros, sino que tiene el mandato más amplio de examinar la manera en que el gobierno gestiona sus asuntos. La nueva Ley reitera también el principio según el cual el Auditor no opina sobre las elecciones políticas, sino que formula comentarios sobre la manera en que esas políticas fueron aplicadas. 

La Auditoría General de la Nación ha sido precedida por otras instituciones de control, sin embargo, la ruptura que tuvo lugar en 1992 ha instaurado un sistema que difiere radicalmente del anterior. El nuevo sistema, aunque necesario, no ha sabido capitalizar completamente la experiencia acumulada por el Tribunal de Cuentas. De esta manera el nuevo organismo ha comenzado a hacer sus primeros pasos y no ha alcanzado aún una consolidación institucional comparable a aquélla de su modelo canadiense. 

Por otra parte, las diferencias estructurales tienen un peso decisivo cuando se trata de explicar la calidad de la performance de ambas instituciones superiores de control. Analicemos, en primer lugar, la estructura de su dirección y el nivel de independencia de sus titulares en relación con el sistema de partidos existentes. 

La Oficina del Auditor General de Canadá se encuentra bajo la dirección de un Auditor General nombrado por el Primer Ministro y permanece en sus funciones durante diez años. Este nombramiento, aunque discrecional, no recae sobre cualquier persona, como lo demuestra la elección de la nueva auditora general en enero de 1999, quien se desempeñaba, hasta ese momento, como Sub-Auditora General de la dirección general de operaciones de auditoría. 

El Auditor General es completamente independiente del poder ejecutivo que lo nombra como del Parlamento, en nombre del cual ejerce el control y esto se comprueba en la manera en que decide por sí mismo los organismos, los programas de gobierno y las prioridades de su agenda de control. En el caso argentino, es la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas la que tiene a su cargo la aprobación del plan de acción, es ella la que decide sobre la cantidad de auditorías a realizar, sobre el tipo (auditoría de gestión o financiera), los organismos o sectores a controlar. Estas auditorías son asignadas a diferentes direcciones quienes deciden el cronograma de actividades y el plan de auditoría propiamente dicho.

En el momento de la creación de la Auditoría General de la Nación, los promotores de la reforma concibieron un tipo de organización guiados por la preocupación de equilibrar tanto el peso de las diferentes fuerzas políticas como el de los distintos poderes del sistema republicano de gobierno. De esta manera, el nombramiento de los siete auditores generales es una prerrogativa de las dos cámaras del Congreso. Los Auditores Generales nombrados responden, en consecuencia, a las fuerzas políticas que los han elegido, de esta manera, los primeros auditores designados pertenecían a los partidos peronista y radical porque los mismos constituían las dos fuerzas mayoritarias en el Parlamento. Después del último cambio de gobierno, los auditores han sido reemplazados y se ha incorporado un representante del FREPASO, la nueva fuerza política que integra la coalición gobernante. El Presidente de la Auditoría ha cambiado también, puesto que la norma constitucional ha establecido que debe ser propuesto por el partido de la oposición con el mayor número de representantes en el Parlamento. 

Esta estructura difiere radicalmente de aquélla existente en la Oficina del Auditor General de Canadá y actúa en detrimento de la performance del organismo de control argentino. En efecto, este “equilibro de partidos”, lejos de asegurar la objetividad y la neutralidad de la tarea de la Auditoría, se encuentra en el origen de su falta de impacto y de la mejora de la gestión de la administración pública nacional. Aunque el nuevo organismo ha incorporado al personal técnico del antiguo Tribunal de Cuentas, las direcciones generales a cargo de la planificación y de la ejecución del plan de control, han sido ocupadas por profesionales que responden, ellos también, a las estructuras partidarias y aunque el trabajo de auditoría es ejecutado regularmente y de acuerdo con los más modernos criterios en la materia, los informes no son hechos públicos inmediatamente. Objeciones de naturaleza política, intereses de los funcionarios políticos cuya gestión es puesta en tela de juicio por la investigación, la preocupación de defender la gestión del partido en el poder, son algunos de los obstáculos que, a menudo, impiden la publicación de los trabajos realizados los cuales permanecen durante largo tiempo desconocidos, no solamente de la opinión pública, sino también de la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas, la que los analiza dos o tres años después de su realización.

 CONCLUSIONES

La mejora del sistema democrático está en relación con la construcción de un nuevo modelo de gobernabilidad capaz de colaborar en la consolidación de las nuevas democracias recientemente instauradas. La nueva gobernabilidad depende, en gran medida, del fortalecimiento de las capacidades institucionales del Estado y esto comprende dos aspectos. Por un lado, la redefinición de la forma de actuar del Estado y la mejora de la calidad de su gestión a través de la profesionalización de su burocracia, el fortalecimiento de sus instrumentos de gestión y la mejora de sus políticas públicas. Por el otro, es necesario recuperar las bases de legitimidad y eficacia social del gobierno. El desafío de la gobernabilidad en nuestra sociedad comprende, por lo tanto, la mejora de la eficiencia, de los resultados de las políticas implementadas y una mayor responsabilización de la administración frente a los ciudadanos. Mejorar los mecanismos de responsabilización constituye, en consecuencia, un factor decisivo para que los responsables políticos y los altos funcionarios del Estado den respuesta de manera positiva al desafío de mejorar su performance y re-legitimar la acción de gobierno frente a la sociedad. Es así como la responsabilización de los funcionarios aparece como un instrumento fundamental para mejorar la calidad de la democracia y erradicar los viejos modelos clientelistas y patrimonialistas que condicionan la madurez del sistema político y la eficacia del Estado.

Los mecanismos y el valor de la accountability son, por lo tanto fundamentales para la mejora de la gobernabilidad democrática. La accountability, entendida como valor, debe guiar a los gobiernos democráticos en nuestros países y asegurar la rendición de cuentas frente a la sociedad. Sin embargo, la justificación teórica de la importancia de la accountability para asegurar la estabilidad y la calidad de las nuevas democracias no ha sido complementado con estudios empíricos profundos, y en consecuencia, no se conocen en detalle las dificultades surgidad de la implementación de los diferentes órganos de control. 
A través de la ley N° 24.156 se eliminaron los cimientos del anterior sistema de control que, si bien resultaba ineficiente en su funcionamiento, algunos autores destacan que era perfectible sobre la base de la rica experiencia recogida y del respeto a instituciones que ocupaban progresivamente un lugar en el panorama jurídico político'
  Es posible afirmar que la complejidad y especificidad del sistema de control de la hacienda pública hace que éste no pueda ser reemplazado abruptamente por uno nuevo ya que se corren grandes riesgos de que se produzcan daños cuyos hallazgos se produzcan cuando las consecuencias sean irreversibles. 

Lo expuesto en el párrafo precedente se fundamenta en el hecho de que un sistema de control demora no menos de una década en consolidarse, siempre que las condiciones políticas, de conducción superior del ente y de infraestructura de personal y medios materiales sean propicias.  La ley  24.156 no tuvo en cuenta estos conceptos y se eliminó al sistema anterior sin fijar un régimen de transición que permitiera minimizar las falencias derivadas de la implantación de un nuevo sistema.

En relación con el ordenamiento legal anterior, se han eliminado las facultades jurisdiccionales ejercidas por el ex Tribunal de Cuentas de la Nación -juicio de cuentas y juicios de responsabilidad -, como así también sus facultades de observación de los actos. La falta de facultades jurisdiccionales de la AGN conlleva al conocimiento directo de los hechos por parte del Poder Judicial. Es dable destacar que no se encuentra prevista en la legislación una legitimación activa para presentarse a juicio en el caso de la AGN. A contrario sensu, la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, otorga a su Auditoría General legitimación procesal para presentarse en juicio. 

En relación con los mecanismos de funcionamiento podemos observar que las Normas Básicas de actuación de la AGN, aprobadas por Resolución Conjunta de las Comisiones Mixta Revisora de Cuentas y de Presupuesto y Hacienda de ambas Cámaras del Congreso de la Nación, establecen el Plan de Acción Anual, el cual debe ser aprobado por dichas Cámaras. Sin embargo no existe norma alguna que establezca que los informes de auditoría que emita la AGN necesiten ser aprobados por el Congreso. Los informes de auditoría son aprobados por el Colegio de Auditores por Resolución y el informe trimestral que sobre la labor realizada debe emitir la AGN, según lo exige el artículo 15 de las Normas Básicas citadas, es aprobado por la Auditoría y solamente comunicado a la Comisión Parlamentaria Mixta Revisora de Cuentas.

Otro de los aspectos que es necesario evaluar es el destino de los pronunciamientos de la AGN. Al respecto, hemos señalado que la potestad del control externo ejercida por el Congreso y delegada a este organismo de asistencia técnica, se sustenta en los dictámenes de auditoría del mismo. Ahora bien, de acuerdo con el ordenamiento legal vigente los informes de la AGN pasan a la Comisión Mixta Revisora de Cuentas, la cual:

a) No tiene facultades sancionatorias 

b) No tiene obligatoriedad ni facultades para efectuar denuncias judiciales.

c) Puede decidir la publicación o no de los informes de la AGN.

d) Analiza, efectúa observaciones que le pueden merecer e indica las modificaciones que estime conveniente introducir y,

e) Puede no emitir pronunciamientos sobre los dictámenes de la AGN.

Por todo lo expuesto, es posible sostener que el destino de los informes de la Auditoría General de la Nación es incierto en orden a su eficacia. Esta situación reclama la atención del poder político puesto que se hace necesario introducir cambios de manera tal que los informes elaborados por la AGN tengan un mayor impacto sobre el trabajo de control ejercido por el Congreso. 
Por último, es necesario evaluar la incidencia de los factores socioculturales en el funcionamiento del nuevo sistema. Estos factores, -culturales, políticos, jurídicos e institucionales- tiene consecuencias significativas en la implantación y desarrollo de un sistema de control moderno, eficiente y eficaz. Así la acción y la presión de la sociedad civil sobre las instituciones de gobierno no constituyen un factor desdeñable, basta observar como en Francia se espera impacientemente el informe anual de la Cour de Comptes, no sólo por los organismos fiscalizados sino también por la ciudadanía. 

La nueva democracia instalada en Argentina desde 1983 difiere de los antiguos sistemas democráticos de los países europeos en su fracaso para erradicar el clientelismo
. En tal sentido, es necesario distinguir los aspectos del régimen democrático que se encuentran en relación con el “acceso al poder” de aquéllos que tienen que ver con el “ejercicio del poder”
. De tal manera la opción entre democracia y autoritarismo está en relación con el “acceso al poder” mientras que el “ejercicio del poder” es mejor comprendido en términos del eje “burocracia-patrimonialismo” según la concepción weberiana que se encuentra en el corazón del tema del Estado. Esta dimensión trata los temas que están vinculados con las instituciones y los procedimientos relacionados con el concepto del Estado más que con aquéllos relativos al régimen político. Una importante teoría sobre la formación de los estados europeos señala que muchos Estados europeos eliminaron los poderes patrimoniales cuando debieron hacer frente a las presiones fiscales creadas por las guerras
. Como ya lo señalada Mazzuca en su análisis sobre América Latina, la formación del Estado en estos países ha recorrido un camino diferente. Las élites responsables de la formación del Estado estaban preocupados por integrar sus países a la economía mundial y un análisis de los ingresos y los gastos en Argentina, demuestra que la principal fuente de recursos fiscales para crear las estructuras del estado fueron los impuestos a la importación en lugar de los impuestos internos, en Argentina, por lo tanto la formación del Estado ha sido el resultado de una serie de acuerdos entre las élites encargadas de crear el Estado y las élites locales, lo que permitió fortalecer el poder de estas últimas. Este análisis plantea la cuestión sobre las posibilidades de producir una transformación política capaz de modificar las características patrimoniales del Estado hacia una burocratización dado que los actores que se movilizaron en el proceso de democratización pueden no tener las motivaciones para actuar en este sentido. 

Es necesario también señalar que las características de la cultura política han sido decisivas en la creación y la implementación del nuevo sistema de control Las disposiciones tomadas para garantizar la participación de los partidos mayoritarios en la gestión del nuevo organismo han incidido, de hecho, contra los objetivos perseguidos por la Ley 24156. En efecto, en lugar de asegurar un equilibrio capaz de impedir que los representantes del partido en el poder pudiera influenciar en la tarea de control en beneficio propio, el hecho de poner a la cabeza de la AGN profesionales ligados a los partidos ha generado una especie de parálisis, ninguna audacia en la acusación, pocos contactos con los medios de comunicación salvo cuando existe una clara voluntad política del partido en la oposición o de aquel en el gobierno de llamar la atención del público sobre un tema determinado. En consecuencia, debido a razones completamente diferentes, la opacidad del accionar del Tribunal de Cuentas, que no contaba con las normas que lo obligaran a hacer público su trabajo, se ha reproducido en el funcionamiento de la AGN pero por motivos políticos. 

Pero la política no ha ejercido su influencia solamente a nivel de la estructura que se le ha dado a la AGN, ella también ha influenciado su funcionamiento debido a una politización de la institución. En ausencia de un sistema meritocrático con rígidas normas que regulen el ingreso, la promoción y la carrera de los auditores,  nos encontramos con que los directores son nombrados por los auditores generales y responden a los partidos políticos de los que provienen, y que la carrera administrativa de los auditores provenientes del antiguo Tribunal de Cuentas, presenta varios problemas. Por un lado no existe un sistema de reclutamiento guiado por un principio de neutralidad y objetividad, los profesionales son nombrados a partir de los contactos políticos, y, para colmo, como los directores y los subdirectores son nombrados de manera discrecional, el personal técnico no tiene la posibilidad de recorrer una carrera administrativa, y está condenado a permanecer en el cargo de experto auditor. 


La corta experiencia de la implantación de los organismos de control en el ámbito de la APN no ha permitido aún que sus estructuras decanten y que los mismos desarrollen todas las posibilidades que la moderna teoría del control atribuye a estos entes y que se encuentran en pleno desarrollo en países de larga trayectoria democrática como Canadá. 

El funcionamiento de los órganos de control del Estado Argentino, en particular, el de la Auditoría General de la Nación, cuya arquitectura se moldeó siguiendo los lineamientos del Contrôleur General de Canadá, no ha logrado la repercusión social e institucional que caracteriza el accionar del modelo canadiense. Desde su creación no se ha verificado un aumento de las capacidades de control, ni de la ciudadanía, ni de los cuerpos legislativos y esto ha sido el resultado de factores socio políticos que han incidido tanto a nivel de las características particulares de la organización de la AGN como a nivel de los patrones de conducta de los partidos políticos y de las organizaciones civiles. 
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